FUNDAMENTOS

Señor Presidente;

La Ley N° 26.052 que sustituye el Artículo N° 34 de la Ley N° 23.737 por el siguiente texto: "Los delitos previstos y penados por esta ley serán de competencia de la Justicia Federal en todo el país, excepto para aquéllas provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que, mediante Ley de Adhesión, opten por asumir su competencia en las condiciones y con los alcances que se prevén a continuación...": 

1. Artículo 5: incisos c) y e), cuando se comercie, entregue, suministre o facilite estupefacientes fraccionados en dosis destinadas directamente al consumidor.

     2. Artículo 5: penúltimo párrafo. En el caso del inciso a), cuando por la escasa cantidad sembrada o cultivada y demás circunstancias, surja inequívocamente que ella está destinada a obtener estupefacientes para consumo personal, la pena será de un mes a dos años de prisión y serán aplicables los artículos 17, 18 y 21. (Párrafo incorporado por Art. 1° de la Ley N° 24.424 B.O. 9/1/1995)

3. Artículo 5: Último párrafo. En el caso del inciso e) del presente artículo, cuando la entrega, suministro o facilitación fuere ocasional y a título gratuito y por su escasa cantidad y demás circunstancias, surgiere inequívocamente que es para uso personal de quien lo recepta, la pena será de SEIS (6) meses a TRES (3) años de prisión y, si correspondiere, serán aplicables los artículos 17, 18 y 21. (Párrafo incorporado por art. 1° de la Ley N° 26.052 B.O. 31/8/2005)


4. Artículo 14.  Será reprimido con prisión de uno a seis años y multa de trescientos a seis mil australes el que tuviere en su poder estupefaciente. 


La pena será de un mes a dos años de prisión cuando, por su escasa cantidad y demás circunstancias, surgiere inequívocamente que la tenencia es para uso personal. 


5. Artículo 29. Será reprimido con prisión de seis meses a tres años el que falsificare recetas médicas, o a sabiendas las imprimiera con datos supuestos o con datos ciertos sin autorización del profesional responsable de la matrícula; quien las suscribiere sin facultad para hacerlo o quien las aceptare teniendo conocimiento de su ilegítima procedencia o irregularidad. En el caso que correspondiere se aplicará la accesoria de inhabilitación para ejercer el comercio por el doble de tiempo de la condena.

6. Artículos 204, 204 bis, 204 ter y 204 quater del Código Penal.

ARTICULO 204.- Será reprimido con prisión de SEIS (6) meses a TRES (3) años el que estando autorizado para la venta de sustancias medicinales, las suministrare en especie, calidad o cantidad no correspondiente a la receta médica, o diversa de la declarada o convenida, o excediendo las reglamentaciones para el reemplazo de sustancias medicinales, o sin la presentación y archivo de la receta de aquellos productos que, según las reglamentaciones vigentes, no pueden ser comercializados sin ese requisito.

ARTICULO 204 bis.- Cuando el delito previsto en el artículo anterior se cometiere por negligencia, la pena será de multa de PESOS CINCO MIL ($ 5.000) a PESOS CIEN MIL ($ 100.000).

ARTICULO 204 ter.- Será reprimido con prisión de UNO (1) a CUATRO (4) años y multa de PESOS DIEZ MIL ($ 10.000) a PESOS DOSCIENTOS MIL ($ 200.000), el que produjere o fabricare sustancias medicinales en establecimientos no autorizados.

ARTICULO 204 quater.- Será reprimido con multa de PESOS DIEZ MIL ($ 10.000) a PESOS DOSCIENTOS MIL ($ 200.000), el que teniendo a su cargo la dirección, administración, control o vigilancia de un establecimiento destinado al expendio, almacenamiento, distribución, producción o fabricación de sustancias medicinales, a sabiendas, incumpliere con los deberes a su cargo posibilitando la comisión de alguno de los hechos previstos en el artículo 204…”

Luego de enumerar los artículos que hacen a la competencia delegada, se advierte que no se requieren de “recursos excepcionales” a fin de su aplicación, pues las estructuras de seguridad, jurisdiccionales y penitenciarias existentes son perfectamente adaptables y aceptables, a su prevención y castigo.  

Por todo ello, podemos decir, que el Sistema Judicial Provincial actual, se encuentra en condiciones de absorber la transferencia de competencia; y que lo apuntado precedentemente, debe aplicarse a la Policía de la Provincia y a la Secretaría de Salud.

El Artículo 5 de la Ley Nacional, establece un Sistema de Transferencias Proporcionales a los Estados Provinciales que adhieran y lo soliciten de los créditos presupuestarios de la Administración Pública Nacional, el Ministerio Público de la Nación y el Poder Judicial, con el objeto de garantizar la ejecución de la presente ley. Y justamente ésa es la razón por la cual la Legislatura de la Provincia, ha incorporado al texto de la Ley de Adhesión, la 

creación de la “Secretaría de Lucha contra el Narcotráfico”, en el ámbito del Poder Ejecutivo Provincial, para que entre sus atribuciones, también se encargue de cuantificar y obtener los recursos que ha de suministrar el Estado Nacional.

Resulta a mayor razón, esclarecedor el Fundamento de la Transferencia de Competencias de la Ley 26.052 impulsada por el entonces Presidente de la Nación, Néstor C. Kirchner: Que si bien “El tráfico de estupefacientes de manera organizada supera las fronteras de los países, corrompe las estructuras de los gobiernos y de la actividad comercial privada a partir de la legitimación de los activos, producto del delito, el resto de las figuras típicas que se relacionan con la tenencia de estupefacientes para consumo personal que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido: "salud pública" son ajenas al Derecho Federal, por lo tanto, deben ser competencia de las Jurisdicciones Locales.”…

Por lo tanto “En tal inteligencia se espera, como resultado, elevar la capacidad investigativa de los operadores judiciales al habilitar el conocimiento de los jueces locales provinciales en los hechos menores vinculados a la Ley 23.737, dado que se encuentran más próximos con los mismos y con las distintas agencias que se encargan de su persecución. Los Jueces Penales locales de las Provincias, poseen mayor inmediatez con la conducta ilícita motivo de investigación, como también con los Auxiliares de la Justicia que actúan en la misma, lo cual los coloca en mejor situación que sus pares de la Justicia Federal, otorgando mayor agilidad y eficacia a las respectivas causas.”. 

Por ello, podemos observar que la Ley 23.737 “…estableció en su Artículo 34, que los delitos previstos en la Ley serán de Competencia 

Federal en todo el País, cuando en realidad dicha norma trata una materia Federal pero también, en buena medida, propia del Derecho Común”.

 Finalmente el entendimiento de la norma que transfiere las competencias que se establecen declara que: “El resto de las figuras típicas que se relacionan con la tenencia de estupefacientes para consumo personal que pudieren lesionar el físico o la moral de los habitantes, que importen en definitiva un menoscabo en el bien jurídico protegido: "Salud Pública" son ajenas al Derecho Federal, por lo tanto, deben ser competencia de las Jurisdicciones Locales. En tal inteligencia se espera, como resultado, elevar la capacidad investigativa de los Operadores Judiciales al habilitar el conocimiento de los Jueces Locales Provinciales en los hechos menores vinculados a la Ley 23.737, dado que se encuentran más próximos con los mismos y con las distintas agencias que se encargan de su persecución. Los Jueces Penales Locales de las Provincias, poseen mayor inmediatez con la conducta ilícita motivo de investigación, como también con los Auxiliares de la Justicia que actúan en la misma, lo cual los coloca en mejor situación que sus pares de la Justicia Federal, otorgando mayor agilidad y eficacia a las respectivas causas”.

Hoy en día, la gran mayoría de la comunidad exige asumir con total responsabilidad y efectividad la prevención y represión de este flagelo social que asola nuestro país y por ello es necesario, dotar al Estado Provincial de la herramienta legal necesaria para afrontarlo.

Compañeros Legisladores, quiero solicitarles acompañar éste Proyecto de Ley, porque es menester asumir nuestro compromiso político y ético con la Sociedad Entrerriana, defendiendo por sobre todas las cosas: la Vida y la Familia.

Gracias Señor Presidente.
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

SANCIONA CON FUERZA

DE LEY:

ARTICULO 1: Adhiérase la Provincia de Entre Ríos a las disposiciones del Artículo 34 y concordantes de la Ley Nacional Nº 23.737 y sus modificatorias, en los términos, condiciones y alcances previstos por la Ley Nacional Nº 26.052. 

Artículo 2: El Poder Ejecutivo Provincial requerirá las transferencias de los créditos presupuestarios de la Administración Pública Nacional, Ministerio Público y Poder Judicial de la Nación, correspondientes a Fuerzas de Seguridad, Servicio Penitenciario y prestación de la Justicia, de acuerdo a lo previsto por el Artículo 5 de la Ley Nacional Nº 26.052. 

Hasta tanto se efectivicen las transferencias de los créditos enunciados precedentemente, el Poder Ejecutivo Provincial efectuará las adecuaciones presupuestarias necesarias a los fines de la implementación inmediata de las disposiciones de la presente Ley. 

Artículo 3: 
Créase en el área de la Gobernación con dependencia directa del Poder Ejecutivo, la Secretaría de “Lucha contra el Narcotráfico”, la que estará encargada de coordinar el accionar de las fuerzas de seguridad y organismos jurisdiccionales y penitenciarios provinciales, respecto de la oferta y demanda de estupefacientes, en el marco de las competencias legales que se asumen, y de armonizar con la SEDRONAR y la COFEDRO la implementación local de sus políticas. 

Artículo 4: 
 Derógase la Ley N° 9.783 y su Decreto Reglamentario N° 4.387/07.

Artículo 5: 
 La presente Ley comenzará a regir a partir de la fecha de su publicación y se aplicará en forma inmediata.  

Artículo 6:
De forma.

